


En este artículo se analizan los aspectos más novedosos del deba-
te sobre la relación entre los grupos de interés (GI) y la demo-

cracia en Europa. Por diversas razones, el término “Europa” se utili-
zará para hacer referencia, principalmente, a la Unión Europea (UE). 
En primer lugar, la UE está particularmente abierta a la inclusión de 
los GI en el diseño de políticas –según algunos autores, más abierta 
que algunos de sus estados miembros. En segundo lugar, los GI han 
desempeñado un papel importante en el proceso de integración euro-
peo. Tercero, la inclusión de los GI en el diseño de políticas de la UE 
es a menudo considerada como una forma privilegiada de fortalecer 
la democracia a nivel europeo. Por último, las instituciones de la 
UE, y sobre todo la Comisión Europea, han adoptado un conjunto de 
medidas dirigidas a incrementar la inclusión de los GI en el diseño 
de políticas de la UE. Todas estas razones han hecho de la UE un 
campo de estudio privilegiado para la investigación empírica y teóri-
ca sobre las relaciones entre los GI y la democracia.

Más específicamente, en estas páginas intentaré responder a 
los siguientes interrogantes: ¿es posible incrementar la eficiencia de 
la toma de decisiones y la legitimidad democrática involucrando a 
organizaciones y ciudadanos en la formulación y la implementación 
de las políticas de la UE, como propone el “enfoque de gobernanza 
participativa”1? ¿O esta estrategia sirve principalmente para fortale-
cer aún más la posición de actores ya poderosos, como afirman sus 
críticos? Más aún, ¿cuáles son los posibles inconvenientes que gene-
ra la participación de los GI en el diseño de políticas de la UE?

La literatura politológica sobre los GI es abundante. En conse-
cuencia, existe cierta confusión terminológica sobre su unidad de 
análisis central. Los autores se refieren a las diferentes formas de 
participación de la sociedad civil mediante el uso de rótulos diferen-
tes, que todavía no son mutuamente excluyentes: grupos de interés, 
organizaciones de interés, organizaciones y asociaciones con intere-
ses especiales, grupos de presión política, organizaciones de la so-
ciedad civil, organizaciones de movilización social, organizaciones 
no gubernamentales, grupos sin fines de lucro, grupos cívicos, etc. 

En este trabajo utilizaré la definición de Eising, quien sostiene 
que los GI se pueden definir considerando tres factores: la organiza-
ción, los intereses políticos y la informalidad2. La organización “se 
refiere a la naturaleza del grupo, y excluye amplios movimientos y 
olas de opinión pública que pueden influir sobre los resultados de las 
políticas”; los intereses políticos “se refieren a los intentos de estas 
organizaciones por presionar sobre las políticas públicas en una u 
otra dirección en representación de los votantes o de un concepto 
político general”; y la informalidad “se refiere al hecho de que los 
grupos de interés normalmente no buscan cargos públicos, sino que 
persiguen sus objetivos a través de interacciones informales con los 
políticos y burócratas”3.

A pesar de desconocerse la cantidad exacta y la diversidad de 
los grupos del sistema de GI de la UE, hay acuerdo general sobre el 
hecho de que ambos factores están creciendo. Los períodos más acti-
vos de formación de grupos fueron el transcurrido entre la fundación 
de las Comunidades Europeas y principios de la década de 1960, y 
aquel entre la formulación del Acta Única Europea y la ratificación 

del Tratado de Maastricht. En Bruselas, los GI se han creado antes 
del establecimiento de las instituciones europeas (y de sus mecanis-
mos regulatorios) y sobre la base de un sistema competitivo, es decir 
que un interés representado en cierto campo impulsaba la presencia 
de otro en el mismo ámbito. La mayor parte de los GI eran de tipo 
económico, pero la profundización del proceso ha generado una cre-
ciente diferenciación. Con el pasar del tiempo, también cambiaron 
los formatos organizativos predominantes. En principio, se trataba 
principalmente de asociaciones sectoriales o trans-sectoriales de 
grupos de interés nacionales. En la actualidad, muchos son grupos 
de membresía mixta que incluyen combinaciones de asociaciones 
nacionales, corporaciones multinacionales, organizaciones con otros 
intereses, además de ciudades y regiones.

Es difícil determinar el número exacto de GI. Los datos di-
fieren entre los diferentes expertos, debido a los distintos tipos de 
actores identificados y clasificados4, las fuentes de datos utilizadas5 
y la falta de transparencia. En todo caso, hay consenso general 
sobre el incremento de la cantidad de GI a partir los primeros años 
de la década de 1990.

El artículo está estructurado del siguiente modo. La primera sec-
ción presenta el debate sobre la democratización de la UE y el papel 
que los GI pueden desempeñar en ella. Luego, se explica cómo se 
ha implementado la gobernanza participativa en la UE. Por último, 
se explican las premisas, así como también los inconvenientes, que 
puede crear el fortalecimiento de la presencia de los GI en el proceso 
de decisión de la UE.

Democratización de la Unión Europea

Se considera que la UE sufre de falta de legitimidad democrática por 
un conjunto de factores. En primer lugar, en la UE, los gobiernos 
toman a menudo decisiones sin control por parte de los parlamentos 
nacionales6. A nivel interno, los gobiernos de los estados miembros 
son responsables (accountable) ante los votantes a través de los 
parlamentos, que pueden nombrar y despedir a los miembros del 
gabinete y mantienen bajo examen el comportamiento de los minis-
tros del gobierno. En el nivel supranacional, los actores del poder 
ejecutivo se vuelven más poderosos: están presentes en el Consejo 
Europeo, en el Consejo de la UE, y nombran a la Comisión Europea. 
Cuando actúan en el nivel europeo, sin embargo, lo hacen por fuera 
del control de sus parlamentos. Esta dinámica se ha mantenido casi 
inalterada incluso después de haber aumentado la importancia de las 
cámaras nacionales mediante el Tratado de Lisboa.

En segundo lugar, el Parlamento Europeo es débil: no designa 
un gobierno y su poder legislativo es limitado –por ejemplo, el Par-
lamento Europeo tiene débil control sobre la política exterior de la 
UE. Si bien, por un lado, el Tratado de Lisboa implicó una extensión 
del uso del procedimiento legislativo ordinario a nuevas áreas, las 
reformas más recientes de la gobernanza económica de la UE (por 
ejemplo, el Pacto Fiscal y el Mecanismo Europeo de Estabilidad) 
han generado una marginalización del Parlamento Europeo en un 
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campo muy sensible.
En tercer lugar, no hay elecciones europeas. Las elecciones 

europeas siguen siendo elecciones “de segundo nivel”: no involucran 
personalidades y partidos europeos, la dirección de la agenda de 
políticas de la UE o la designación de un gobierno de la UE. Durante 
las campañas electorales, a menudo, los partidos políticos solo dis-
cuten cuestiones nacionales y, en la mayoría de los casos, presentan 
manifiestos políticos muy genéricos7. En otras palabras, las elec-
ciones del Parlamento Europeo no se refieren a Europa, puesto que 
los partidos y los medios de comunicación las tratan como disputas 
nacionales “de medio término” (mid-term national contests).

Cuarto, todos los sondeos y las encuestas de opinión muestran 
que la UE es percibida como “demasiado distante” para los ciudada-
nos. Desde el punto de vista institucional, los ciudadanos no tienen 
ningún control sobre las actividades de los Consejos y de la Comi-
sión. Desde el punto de vista psicológico, los ciudadanos no com-
prenden a la UE, su funcionamiento y dinámica, y no la consideran 
democrática como los sistemas políticos nacionales.

Por último, la integración europea produce “desviaciones políti-

cas” (policy drift) respecto de las preferencias políticas ideales de los 
votantes, es decir, una distancia creciente entre las políticas adopta-
das a nivel de la UE y las preferidas por la mayoría de los votantes 
de la UE. Muchas de las decisiones de la UE no son respaldadas por 
la mayoría de los ciudadanos de muchos o incluso la mayor parte de 
los estados miembros. Más aún, a menudo los gobiernos utilizan a la 
UE como chivo expiatorio: promueven acciones a nivel europeo que 
no pueden perseguir en el nivel interno, donde están restringidos por 
los parlamentos, los tribunales o las estructuras corporativas de los 
grupos de interés.

Se han adoptado tres estrategias principales diferentes para en-
frentar el problema del déficit democrático de la UE, que son ilustra-
das en el Gráfico 1.

El “camino a-b” es la solución propuesta por los expertos que 
suponen que se pueda aliviar el déficit democrático mediante el es-
tablecimiento de una conexión más firme entre las instituciones de 
la UE y los ciudadanos, aumentando la importancia de los partidos 
políticos paneuropeos. Por ejemplo, Hix escribe: 

Gráfico 1
Tres estrategias para la democratización de la UE
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Fuente: elaboración propia en base a Karl-Oskar Lindgren y Thomas Persson, Participatory Governance in the EU, London, Palgrave, 2011, 
p. 12.

La competencia entre los partidos rivales a nivel europeo por el 
control de la agenda de políticas de la UE es la única forma de 
lograr que la UE sea verdaderamente democrática, a fin de ase-
gurar que las políticas de la UE reflejen los deseos de los ciuda-
danos y que los políticos a nivel de la UE sean responsables de 
sus acciones8.

El “camino c-d” considera que el papel de los gobiernos nacionales 
es de primordial importancia para la democratización de la UE. Estos 
autores niegan la necesidad de mayores reformas en la UE: los ciu-
dadanos gozan de suficientes oportunidades de control sobre la toma 
de decisiones de la UE a través de los sistemas políticos nacionales9. 
Por esta razón, Moravcsik escribe: “En lugar de jugar con una reforma 
democrática radical, Europa debería adoptar el modo indirecto de vigi-
lancia democrática utilizado en la actualidad, por el cual los gobiernos 
nacionales que representan los partidos nacionales manejan las políti-
cas de la UE a través del Consejo Europeo, el Consejo de Ministros y 
el Parlamento Europeo elegido por votación directa”10.

El “camino e-f” está relacionado específicamente con la represen-
tación de los intereses. La bibliografía que respalda este “camino” está 
dividida en dos grandes grupos: por una parte, están los que conside-
ran que la inclusión de los GI es una solución óptima; por otra parte, 
están los que consideran la participación de los GI como una solución 
second-best, a la espera de la creación de un sistema partidario pa-
neuropeo, medios de comunicación de alcance europeo y elecciones 
competitivas en la UE. Sin embargo, para ambos grupos, el supuesto 
básico es que los intereses colectivos organizados pueden actuar como 
“correa de transmisión” entre los ciudadanos y quienes adoptan las 
decisiones en al menos dos direcciones: 

Primero, las organizaciones de sociedad civil pueden dar voz 
a las preocupaciones de los ciudadanos y canalizarlas dentro 
del proceso deliberativo de las organizaciones internacionales. 
Segundo, pueden lograr que los procesos internos de toma de 
decisiones de las organizaciones internacionales sean más trans-
parentes para el público en general y plantear cuestiones técni-
cas en términos accesibles11.

Para interpretar esta posición, resulta útil la definición de Robert 
Dahl12, de acuerdo al cual un proceso democrático ideal debe satisfa-
cer cinco criterios13:

- Igualdad de los votantes: una persona, un voto.

Al tomar una decisión colectiva, el peso de la preferencia expresada 
por todos los ciudadanos debería ser el mismo al momento de deter-
minar la solución definitiva.

- Participación efectiva: los ciudadanos deben tener oportunidades 
adecuadas e iguales entre sí para expresar sus preferencias durante el 
proceso de toma de decisiones.

Durante el proceso de toma de decisiones colectivas, incluso cuando 
se fijan los temas en la agenda, cada ciudadano debería tener oportu-
nidades adecuadas e iguales para expresar sus preferencias respecto 
del resultado final.

- Comprensión ilustrada (enlightened understanding): una sociedad 
democrática debe ser un “libre mercado de conceptos”, con prensa 
libre y libertad de expresión, donde los ciudadanos puedan compren-
der las cuestiones en discusión.
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En el tiempo que permita la necesidad de una decisión, cada ciuda-
dano debería tener oportunidades adecuadas e iguales para llegar a 
una decisión respecto del resultado que considere más conveniente.

- Control ciudadano de la agenda: los ciudadanos deberían tener 
derecho colectivo de control sobre la agenda.

El cuerpo de ciudadanos debería tener autoridad exclusiva para deter-
minar las cuestiones que deben o no decidirse por medio de procesos 
que satisfagan los primeros tres criterios.

- Inclusión: el gobierno debe incorporar y extender los derechos a 
todos los sujetos a su ley; la ciudadanía debe estar abierta para todos.

El demos debería incluir a todos los adultos sujetos a la ley, excepto 
a quienes lo son de manera transitoria. Estos cinco criterios, tomados 
individualmente, sirven para caracterizar los modelos de democracia 
más específicos citados por la literatura. La inclusión y la igualdad 
de los votantes definen la democracia electoral, según la cual la 
democracia es sobre todo un sistema para agrupar las preferencias 
individuales en decisiones colectivas con igual respeto por las pre-
ferencias de cada uno de los ciudadanos. El criterio de participación 
efectiva es el requisito crucial de la democracia participativa, que 
pone énfasis sobre el valor intrínseco y también sobre el valor ins-
trumental de la participación de los ciudadanos en la preparación de 
las políticas públicas. La comprensión ilustrada entre los ciudadanos 
es una de las condiciones básicas de la democracia deliberativa, que 
subraya la importancia de cómo se forman las preferencias, en lugar 
de cómo se agrupan. 

El “camino e-f”, interpretado por el medio de los criterios de-
mocráticos de Dahl, significa que la inclusión más amplia de los 
intereses organizados en la toma de decisiones internacionales puede 
contribuir a asegurar la participación efectiva (al proporcionar voz 
y canalizar las preocupaciones de los ciudadanos) y a promover 
la comprensión ilustrada (al hacer que el contenido de la toma de 
decisiones sea más transparente y accesible para los ciudadanos).
Siguiendo esta línea de razonamiento, Verweij y Josling destacan los 
beneficios en términos de eficiencia de la “legitimidad de los resul-
tados” (output legitimacy), basada en la eficiente resolución de los 
problemas y la prevención de abusos de poder en el sistema político, 
en lugar de la “legitimidad de origen” (input legitimacy) –que se 
define como la capacidad del sistema político para adoptar decisio-
nes los más cercano posible a las preferencias individuales de sus 
ciudadanos14. En sus palabras, las reformas dirigidas a incrementar 
la participación de los GI en la toma de decisiones de la UE:

[…] aumentarían el número de perspectivas políticas conside-
radas dentro de las organizaciones multilaterales e incentivarían 
la comparación y el debate. Esto estimularía la búsqueda de 
soluciones de políticas sintéticas para abordar la normativa y 
otros problemas desde una mayor pluralidad de puntos de vista. 
En consecuencia, el diseño y la implementación de las políticas 

multilaterales mejorarían. De esta manera, podría aumentar la 
legitimidad de resultados de la organización multilateral15. 

El énfasis puesto sobre los GI en la UE centra la atención sobre el “en-
foque de gobernanza participativa”, y ha sido el fundamento de muchas 
reformas de gobernanza introducidas en la UE en los últimos años.

Gobernanza participativa en la UE

La transferencia de autoridad política a las instituciones de la UE es 
importante para los GI debido a que las instituciones políticas “or-
ganizan algunos conflictos dentro de la política y algunos conflictos 
fuera de ella”, y porque canalizan la resolución de esos conflictos16. 
Por esta razón, las instituciones de la UE no son solo una estructura 
que brinda oportunidades a los GI para perseguir sus intereses –es 
decir, factores exógenos que limitan o potencian a los actores colec-
tivos17. Las instituciones de la UE también crean permanentemente 
espacios de intermediación de intereses, a fin de garantizarles un 
mejor acceso. Por ejemplo, establecen comisiones y organismos para 
la consulta regulada de los grupos18; delegan en ellos facultades a 
lo largo del proceso de decisión19; apoyan a diversas organizacio-
nes de interés proveyéndoles financiamiento, ayuda organizativa, 
y facilitándoles un acceso privilegiado20; fijan los estándares para 
el comportamiento adecuado de los GI21; y persiguen sus propias 
preferencias políticas a través de alianzas con grupos que respaldan 
su caso. En sentido más general, el marco institucional de la UE y 
el sistema de los GI evolucionaron juntos. Con el alcance creciente 
de la regulación de la UE y las sucesivas reformas institucionales y 
las ampliaciones, la población de los GI a nivel de la UE se ha incre-
mentado considerablemente, retroalimentándose de las capacidades 
de gobernanza de este complejo marco institucional22.

La UE presenta ciertas características que la tornan particular-
mente permeable a la acción de los GI. Por ejemplo, la UE es un 
sistema altamente dinámico y complejo, diferenciado tanto horizon-
tal como verticalmente, con una naturaleza orientada a búsqueda 
de consensos23. Esta permeabilidad ha sido destacada de distintas 
maneras en la bibliografía sobre la UE desde el comienzo del estudio 
de la integración europea. Desde entonces, la investigación sobre los 
grupos de interés de la UE se ha desplazado desde las perspectivas 
teóricas derivadas de los enfoques de las relaciones internacionales 
y la política comparativa hacia nuevos modos de análisis tales como 
la democracia asociativa y deliberativa, y estudios centrados en la 
gobernanza en múltiples niveles24.

Hasta la década de 1980, dos enfoques de las relaciones in-
ternacionales dominaron el estudio de la integración europea: el 
neofuncionalismo y el intergubernamentalismo. Ambos enfoques 
consideran el papel de los GI en la creación de políticas en la UE, 
pero desde perspectivas muy distintas. Al centrar la atención sobre 
los GI económicos, los neofuncionalistas abrigaban grandes espe-
ranzas de que las asociaciones comerciales y los sindicatos estarían 
incluidos entre las fuerzas impulsoras de la integración europea25. En 
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los aspectos normativos, apreciaban la participación política de estas 
organizaciones porque supuestamente los GI no solo contribuirían 
a profundizar la integración europea y la resolución pacífica de los 
conflictos, sino también a mejorar el bienestar económico en toda la 
UE. Sin embargo, pronto quedó claro que estas expectativas teóricas 
no coincidían con la evidencia empírica26. Por esta razón, en la mis-
ma época, estudiosos del intergubernamentalismo tales como Hoff-
mann consideraban a la UE como el resultado de los acuerdos entre 
estados, en los cuales los GI desempeñaban un papel muy marginal 
o irrelevante27.

Hacia mediados de la década de 1980 se volvió a prestar aten-
ción a los GI. Los institucionalistas supranacionales28 argumentaron 
que los intereses empresariales desempeñaban un papel importante 
en la conformación de las políticas de la UE, y posteriormente cier-
tos estudios empíricos presentaron algunas evidencias empíricas que 
respaldaban este argumento29. Sin embargo, en el mismo periodo, 
los intergubernamentalistas liberales30 señalaban, al contrario, que 
los GI no eran importantes en el proceso de integración, dado que 
su influencia a nivel supranacional se veía frenada por la función de 
control de los gobiernos nacionales.

A partir de entonces, la literatura se ha desplazado desde el en-
foque de las relaciones internacionales hacia aquellos de la política 
comparada y de la democracia europea. La perspectiva comparatista 
comenzó a desarrollarse en la década de 1970 y se concentró en 
comprender cómo operaba la intermediación de los intereses en la 
UE y cuál era el papel que desempeñaban las asociaciones en la 
toma de decisiones en la UE31. Varios autores llegaron a la conclu-
sión de que el marco institucional multi-estratificado (multi-layered) 
y segmentado de la UE promovía patrones informales, sectoriales y 
pluralistas de intermediación de intereses, en lugar de patrones for-
males, trans-sectoriales y corporativistas32. Esto habría transformado 
a la UE en un sistema político caracterizado por cierto grado de plu-
ralismo33. No obstante, algunos estudios empíricos han demostrado 
que existen relaciones más formales y regularizadas entre los GI y la 
UE34, y en algunas áreas políticas (tales como las políticas de armo-
nización de la UE y el diálogo social) ser pueden detectar patrones 
de intermediación de intereses cuasi-corporativistas35.

Los estudios que analizan la contribución de los GI a la de-
mocracia europea destacan sus efectos positivos36, pero también 
muestran los potenciales límites y consecuencias de sus acciones 
respecto de la legitimidad de la UE. Por ejemplo, Caporaso critica la 
egoísta persecución de intereses propios ya que teme que ésta ponga 
en peligro la legitimidad de todo el proceso de integración37. Al des-
tacar el rol positivo que pueden jugar los GI, la Comisión Europea38 
ha intentado transformar a la UE en (cierto tipo de) democracia 
deliberativa o asociativa39. Por esta razón, a partir de la década de 
1990, la UE ha adoptado algunas reformas con el fin de reglamen-
tar la presencia de los GI en el proceso de toma de decisiones. Por 
ejemplo, en 1992 la Comisión Europea lanzó “un diálogo abierto 
y estructurado” dirigido a hacer más transparente el acceso de los 
GI40 y, en 2001, aprobó lo que se considera un paso importante en 
la definición de las relaciones entre los GI y la UE, el Libro Blanco 
sobre la Gobernanza Europea. Este documento recomendó un con-

junto de medidas dirigidas a lograr la “legitimidad de origen” (input 
legitimacy) mediante la incorporación del asesoramiento de expertos 
en el proceso de decisión de la UE, aumentando las posibilidades de 
mecanismos de consulta:

Existe actualmente una falta de claridad en cuanto a la manera en 
que se desarrollan las consultas y a quiénes prestan oído las Insti-
tuciones. La Comisión gestiona unos 700 órganos de consulta ad 
hoc en numerosos ámbitos de acción. El creciente volumen de las 
negociaciones internacionales genera una mayor inflación de este 
modo de consulta. La Comisión cree que es preciso racionalizar 
este complejo sistema, no para obstaculizar el debate, sino para 
dotarlo de mayor eficacia y utilidad en interés tanto de los consul-
tados como de los consultantes. Como primera medida, publicará 
una lista de los foros de consulta sectoriales existentes. 

No se puede crear una cultura de consulta mediante la adopción 
de normativas que introduzcan una excesiva rigidez y con las que 
se correría el riesgo de retrasar la adopción de políticas específi-
cas. Dicha cultura debería más bien basarse en un código de con-
ducta que fijara unas normas mínimas centradas básicamente en 
el qué, el cuándo, el quién y el cómo de la consulta. Estas normas 
reducirían los riesgos de que los dirigentes se limitaran a consi-
derar un único aspecto de la cuestión o de que algunos grupos 
gocen de un acceso privilegiado debido a intereses sectoriales o 
nacionales, que es una de las claras deficiencias del método actual 
de las consultas ad hoc. Estas normas deberían asimismo mejorar 
la representatividad de las organizaciones de la sociedad civil y 
estructurar su diálogo con las Instituciones. 41.

En 2002, la Comisión adoptó un conjunto de principios generales 
y estándares mínimos para la consulta de los GI42. La Comisión 
tenía la obligación de asegurar comunicaciones claras y concisas, 
anunciar consultas públicas abiertas en un único punto de acceso 
en Internet, asegurar una adecuada cobertura de los grupos destina-
tarios y, finalmente, acusar la recepción de comentarios mediante 
informes sobre los resultados de las consultas públicas abiertas en 
Internet. Sin embargo, estos estándares solo pudieron contribuir en 
forma marginal a consolidar la legitimidad europea, dado que los 
GI que actúan en la UE son bastante alejados del electorado inter-
no (domestic constituencies)43.

Desde 2005, la Comisión dirige la agenda sobre regulación 
de grupos de presión a nivel de la UE. En 2005, el comisario Siim 
Kallas presentó la Iniciativa Europea en favor de la Transparencia 
(IET); y, en 2006, la Comisión publicó un Libro Verde sobre la IET44 
basado en tres elementos principales: “necesidad de un marco más 
estructurado para las actividades de los grupos de interés […]; infor-
mación de retorno respecto de la aplicación de las normas mínimas 
para la consulta de la Comisión […]; obligación de divulgar infor-
mación sobre los beneficiarios de los fondos de gestión compartida 
de la UE […]”. La Comisión ha creado un registro basado en una 
inscripción voluntaria. La misma implica la aceptación de un “Códi-
go de conducta para representantes de intereses” que impone reglas 

[...] los grupos de interés agregan experiencia al diseño de las políticas 
públicas europeas y representación funcional a la imperfecta legitimidad 
dual de la UE, basada en la representación de los ciudadanos a través del 
Parlamento Europeo y de los intereses territoriales a través del Consejo 
de la UE.
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de conducta tales como: 

En sus relaciones con las instituciones de la UE y sus miem-
bros, funcionarios y el resto del personal, los inscriptos siempre 
deben identificarse por nombre y por la entidad o las entidades 
para las cuales trabajan o a las que representan; declarar los 
intereses, objetivos o metas promovidas y, cuando corresponda, 
especificar los clientes o miembros a quienes representan; no 
obtener o intentar obtener información o cualquier decisión en 
forma deshonesta, o mediante el uso de presión indebida o com-
portamiento inadecuado; no reivindicar ninguna relación formal 
con la UE o cualquiera de sus instituciones en sus negociaciones 
con terceros, ni manifestar de forma inadecuada los efectos de la 
inscripción de manera que induzca a engaño a terceros o funcio-
narios o al resto del personal de la UE.

La creciente atención prestada a la inclusión de la sociedad civil y 
los GI también surge del artículo 11 del Tratado de Lisboa45, al refe-
rirse expresamente al papel de los ciudadanos y la sociedad civil en 
el diseño de políticas de la UE, en reconocimiento de la importancia 
de involucrar a los ciudadanos y la necesidad de un “diálogo abierto, 
transparente y regular”.

Premisas y obstáculos del enfoque de gobernanza participativa

Como ya hemos visto, hay un consenso general sobre la importancia 
de los GI. Por ejemplo, Eising y Lehringer escriben: 

Los grupos de interés tienen una función de particular importan-
cia en la conexión entre las instituciones a nivel europeo con los 
ciudadanos de la Unión Europea, así como también en la media-
ción entre ellos. Con frecuencia se espera de ellos que socialicen 
a sus miembros en políticas democráticas, que se constituyan en 
la voz de los ciudadanos entre elecciones, que participen en la 
construcción de una voluntad general a partir de las preocupa-
ciones específicas de los grupos, y que sirvan como “escuelas de 
democracia”46. 

Además, después de los referendos sobre el Tratado de Maastricht 
y el creciente énfasis sobre la cuestión del déficit democrático de la 
UE, las contribuciones de los GI han sido consideradas como posible 
remedio para sus callejones sin salida. En palabras de la Comisión 
Europea: 

Al cumplir su deber de consulta, la Comisión garantiza que sus 
propuestas sean técnicamente viables, realizables en la práctica, 
y basadas en un enfoque ascendente. En otras palabras, una bue-
na consulta responde a un doble propósito, contribuyendo a me-
jorar la calidad de los resultados y al mismo tiempo aumentando 
la participación de las partes interesadas y del público en gene-
ral. Los procedimientos de consulta transparentes y coherentes 
realizados por la Comisión tienen otra ventaja: no sólo permiten 
al público en general implicarse más, sino que también aumen-
tan las oportunidades de los órganos legislativos para examinar 
las actividades de la Comisión (por ejemplo, con la publicación 
de documentos que resumen el resultado de la consulta)47. 

En otras palabras, los GI agregan experiencia al diseño de las polí-
ticas públicas europeas y representación funcional a la imperfecta 
legitimidad dual de la UE, basada en la representación de los ciuda-
danos a través del Parlamento Europeo y de los intereses territoriales 
a través del Consejo de la UE.

En general, es notoriamente problemático determinar la influen-
cia de los grupos48. Para algunos autores, la integración europea for-
talece a los estados, antes que a los GI. Este no es solo el argumento 
de los intergubernamentalistas liberales, sino también de la denomi-

nada “paradoja de la debilidad” planteada por Edgar Grande: la in-
clusión de actores públicos en las negociaciones de la UE y sus es-
fuerzos tendientes a construir compromisos en la toma de decisiones 
de la UE puede, en realidad, permitirles ganar autonomía respecto de 
los actores privados49. Para algunos otros autores, vale lo contrario: 
el sistema multi-nivel de la UE aumenta la influencia de organiza-
ciones de intereses porque les otorga muchos puntos de acceso50. No 
necesariamente los ejecutivos nacionales tienen autonomía en todo 
el rango de áreas de políticas de la UE. En estudios que analizan 
reformas de tratados o áreas de políticas en las cuales los ejecutivos 
gozan de derechos sobre la toma de decisiones se pone en evidencia 
el fortalecimiento de los actores públicos respecto de los privados. 
Esos derechos han sido acordados, por ejemplo, a los participantes 
de la UE en el Diálogo Social. Por lo tanto, pueden surgir asimetrías 
de información en favor de los grupos sociales nacionales antes que 
de los gobiernos nacionales, dado que los primeros intervienen pun-
tualmente en el diseño de políticas sociales europeas51.

Lindgren y Persson han destacado recientemente seis potenciales 
problemas de la relación entre la representación democrática y el for-
talecimiento a nivel europeo de los canales de acceso de los grupos de 
interés, tal como lo demanda el enfoque de gobernanza participativa52.

- Problema 1: en su funcionamiento interno, las organizaciones de 
intereses pueden no ser suficientemente democráticas.

El enfoque de gobernanza participativa supone que estas organiza-
ciones son democráticas, por lo que los puntos de vista expresados 
por sus líderes reflejan exactamente los de sus miembros. Este 
supuesto da lugar a dudas. Tal como expresa Warleigh, hay “esca-
sa evidencia de estructuras que hayan permitido a sus partidarios 
hacer aportes regulares en la elaboración de políticas de la ONG, o 
tener funcionarios de la ONG que respondieran posteriormente por 
ellas”53. Por esta razón, en 2008, la Comisión adoptó un código de 
conducta que deben cumplir los representantes de los GI al tomar 
parte en consultas públicas iniciadas por la Comisión.

- Problema 2: la escisión política dentro de la UE puede ser más 
territorial que funcional.

Como plantea Moravcsik, entre otros, los conflictos dentro de la 
UE siempre tienen una dimensión territorial. En consecuencia, las 
propuestas tendientes a debilitar el canal de representación territorial 
están condenadas a agravar aún más el descontento público con la 
UE (y el déficit democrático de la UE)54.

- Problema 3: las oportunidades de participación pueden diferir entre 
grupos.

A menudo quienes defienden la gobernanza participativa argumentan 
que la inclusión más extensa de intereses organizados en el diseño de 
políticas de la UE promoverá la participación efectiva, dado que las 
organizaciones en cuestión proporcionarán a los ciudadanos un canal 
efectivo para plantear sus preocupaciones sobre temas importantes 
de la UE. Por el contrario, los escépticos critican este supuesto por 
dos razones. Primero, la capacidad de organización no es uniforme 
entre los ciudadanos. Según Walzer, es “regla general de la sociedad 
civil que sus miembros más fuertes aumentan su fuerza. Los miem-
bros más débiles y pobres son totalmente incapaces de organizarse 
o forman grupos que reflejan su debilidad y su pobreza”55. Segun-
do, aun cuando los ciudadanos tengan acceso a organizaciones que 
llevan adelante sus intereses particulares, los más ricos en recursos 
entre ellos tienden a tener mejor acceso al proceso de diseño de po-
líticas.

- Problema 4: el acceso a la información puede diferir entre grupos.

Este problema está relacionado con el criterio de comprensión 
ilustrada, que requiere que todos los ciudadanos disfruten de opor-
tunidades equitativas y adecuadas para descubrir y validar sus prefe-
rencias sobre cuestiones políticas importantes. De conformidad con 
el enfoque de gobernanza participativa, la mayor inclusión de los 
intereses organizados en el proceso de políticas puede promover la 
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comprensión ilustrada, dado que dichas organizaciones hacen que el 
contenido de la toma de decisiones sea más transparente y accesible 
para sus miembros. Este punto de vista se basa en el supuesto de 
que todas las organizaciones tienen acceso equitativo y adecuado a 
la información pertinente. Sin embargo, si la capacidad para obtener 
información de las instituciones políticas difiere entre las organi-
zaciones, el refuerzo de los canales de representación basados en 
intereses puede obstaculizar antes que facilitar el cumplimiento del 
criterio de comprensión ilustrada.

- Problema 5: las oportunidades de influir pueden diferir entre gru-
pos.

Aun cuando todos los grupos organizados tienen acceso equitativo y 
adecuado a la información y a los foros de diseño de políticas perti-
nentes, este hecho no se traduce necesariamente en iguales oportuni-
dades de influencia.

- Problema 6: la amplia participación puede obstaculizar la eficien-
cia.

Según el enfoque de la gobernanza participativa, una mayor inclu-
sión de los intereses organizados llevaría a una UE no solo más 
democrática, sino también más eficiente. Es decir, el fortalecimiento 
de los canales de comunicación de los grupos de interés podría a la 
vez mejorar la legitimidad de origen (input legitimacy) y de resul-
tados (output legitimacy) de la Unión. Sin embargo, la inclusión de 
los intereses organizados también puede crear callejones sin salida y 
conflictos y, por ende, debilitar la eficacia del sistema56.

Los obstáculos y riesgos desafían el supuesto de que la inclu-
sión de GI es un remedio per se de algunos de los más importantes 
problemas democráticos de la UE. Sin embargo, no excluye la per-
secución de esta solución con el fin de fortalecer la democracia. Al 
mismo tiempo, estos obstáculos también demuestran la necesidad de 
mayor investigación empírica sobre estos temas.
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